TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA 

Magistrada ponente: Claudia María Arcila Ríos

Pereira, veinte de octubre de dos mil nueve


Acta No. 550 del 20 de octubre de 2009


Expediente 66001-31-03-001-2007-00171-01

Procede esta Sala de Decisión a resolver el recurso de apelación interpuesto por los demandantes Isabel, Julián, Martha Cecilia, Ana Lucía, Alberto y Jaime Bernal Escobar, Gloria Inés Bernal de Manzur, Liliana María Bernal de Mejía, María Mercedes Bernal de Jaramillo y Diego León Sierra Mejía, frente a la sentencia proferida por el Juzgado Civil del  Circuito de Santa Rosa de Cabal, en el proceso ordinario agrario de pertenencia que promovieron contra los señores María Nieves, María Campos y Antonio José Ibagué Puentes y demás personas indeterminadas.

I
A N T E C E D E N T E S

a.- Solicitan los demandantes se declare que les pertenece por partes iguales el dominio pleno y absoluto  de las cuotas que se encuentran en cabeza de las demandadas y demás vinculados, sobre el inmueble descrito en los hechos de la demanda.

b.- Como fundamento de esas pretensiones, relataron los hechos que pueden resumirse así: 

-. Son propietarios inscritos del 80% sobre un predio rural ubicado en el municipio de Santa Rosa de Cabal, identificado con matrícula inmobiliaria No.  296-18807, denominado La Providencia o Romeral que describen por sus linderos.  Las señoras  María Nieves y María Campos Ibagué Puentes figuran como propietarias inscritas del 20% restante.

.- Hace más de cuarenta años poseen materialmente el referido inmueble en forma pública, quieta y pacífica, pues su padre “en compañía de JUAN GABRIEL FRANCO RESTREPO, también el propietario DIEGO LEON SIERRA MEJIA, ejercían posesión pacífica e ininterrumpida y luego continuaron los sucesores desde hace aproximadamente treinta años; sin reconocer dominio ajeno.” 

.- Durante ese tiempo han ejecutado actos positivos o materiales, como cuidado y crianza de ganado para engorde y producción de leche, mantenimiento de cercos y potreros y en general actos de conservación; además se han hecho cargo “del pago de los impuestos, valorizaciones y contribuciones facturados al inmueble” y de cancelar los impuestos por valorización; “tienen el ánimo y el hábeas sobre el inmueble rural”; la sociedad, vecinos y amigos los consideran sus propietarios y adquirieron por prescripción extraordinaria las cuotas que de acuerdo con el certificado de tradición pertenecen a las demandadas.

c) Por auto del 19 de julio de 2007 se admitió la demanda; se ordenó integrar el contradictorio con Antonio José Ibagué Puentes; correr traslado a los demandados por el término de veinte días; emplazar a los demandados y a las personas que se crean con derecho sobre la cuota del bien pedido en usucapión; inscribir la demanda en el folio de matrícula inmobiliaria respectiva y citar al Procurador Agrario.

d) Este funcionario se pronunció haciendo consideraciones legales, doctrinarias y jurisprudenciales en materia de procesos de pertenencia.

Perfeccionado el emplazamiento de los demandados y de las personas que se consideraran con interés en el bien objeto de esta acción, se designó la curadora ad-litem que los ha representado. Ésta, en su respuesta oportuna al libelo, manifestó oponerse a las pretensiones, de no acreditarse los  hechos en que se sustentan.

e) En la audiencia prevista por el artículo 45 del Decreto 2303 de 1989 se declaró fracasada la conciliación y se decretaron las pruebas solicitadas.   Practicadas en lo posible, se dio traslado a las partes para alegar, término que solo aprovechó la apoderada de los demandantes, quien insistió en que se hicieran las declaraciones imploradas.

II 
SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA

Se profirió el 28 de octubre de 2008 y en ella la señora Juez Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal declaró improcedentes las pretensiones de la demanda porque no se demostró que los demandantes hubiesen poseído el bien materia de pertenencia por un período de veinte años.

Como consecuencia de la decisión adoptada, se ordenó cancelar la inscripción de la demanda y se condenó en costas a la demandante.

III
APELACIÓN

Impugnó el fallo la parte actora. Adujo que con los testimonios oídos en el curso del proceso se demostró que el predio El Romeral ha sido de propiedad de la familia Bernal, quienes lo han explotado económicamente con ánimo de señores y dueños.

IV
CONSIDERACIONES 

Se hallan satisfechos en su integridad los presupuestos procesales y como ninguna causal de nulidad se ha configurado, se dictará  sentencia de mérito. 

En el presente caso, tal como se infiere del petitum de la demanda como de la causa petendi en ella invocada, ejercen  los actores la acción de declaración de pertenencia o petitoria de dominio, que consagra el artículo 407 del Código de Procedimiento Civil.

De acuerdo con esa disposición y los preceptos que en el Código Civil regulan la prescripción adquisitiva de dominio, se requiere para la prosperidad de esa acción, la confluencia de los siguientes tres presupuestos: 


a) Que verse sobre una cosa prescriptible legalmente.


b) Que sobre dicho bien se ejerza por quien pretende haber 
adquirido su dominio una posesión pacífica, pública e 
ininterrumpida.


c) Que dicha posesión se haya prolongado durante el tiempo 
previsto por el legislador.

El primero de tales requisitos se encuentra satisfecho en razón a que se alega la posesión sobre un inmueble, cuyo dominio constituye un derecho de naturaleza patrimonial y por ende, susceptible de adquirirse por usucapión.

En relación con los otros dos, los demandantes alegan haber ganado la propiedad sobre los derechos de los demandados en el inmueble descrito en los hechos de la demanda por prescripción extraordinaria. 

El artículo 762 del Código Civil define la posesión como la tenencia de una cosa determinada con ánimo de señor y dueño, sea que el dueño o el que se da por tal, tenga la cosa por si mismo, o por otra persona que la tenga en lugar y a nombre de él.

Del contenido de tal disposición se desprende que son elementos esenciales de la posesión el corpus y el animus. El primero ha sido considerado el elemento material y que se traduce en el poder de hecho del hombre sobre la cosa. El segundo es elemento subjetivo, el comportarse como señor y dueño. 

Esa posesión material puede ser ostentada por varias personas, pues no constituye obstáculo para su existencia que los elementos que la integran surjan de la expresión voluntaria de un número plural de sujetos.  

Empero, la del comunero, por su propia naturaleza, es equívoca y por ende, quien pretenda ejercerla para adquirir el dominio por el modo de la prescripción extraordinaria, deberá acreditar además de los actos de posesión, que ellos son exclusivos y no se han ejecutado para la comunidad.

Así lo ha explicado en su jurisprudencia la Corte Suprema de Justicia:

“… es evidente que la comunidad también puede surgir en la posesión, concretamente, de la institución de la coposesión, hipótesis en la cual ella es ejercida, en forma compartida y no exclusiva,  por todos los coposeedores, o por conducto de un administrador que los representa  (Ibídem).    

“La Corte, con apoyo en la doctrina, ha explicado que  “el animus, que sólo es la voluntad encaminada a un fin de señorío, permite concebir la del coposeedor de poseer con sus copartícipes, en tanto que el corpus continúa siendo idéntico al del ocupante único”; por consiguiente, no corresponde a varias posesiones individuales, en el sentido de aparecer aquella como una división cuantitativa de éstas, sino que difiere de la posesión única por ser cualitativa  (Cas. Civil, sentencia 23 de julio de 1937, XLV, 322).

“Tal tesis comparte la posición de los doctrinantes que han aceptado como viable que dos o mas personas posean conjuntamente una misma cosa pro-indiviso, fundada en el hecho de que  “en este caso no es la voluntad de cada uno sino la voluntad de todos la que dispone de la cosa”  (Claro Solar, Luis.  Explicaciones de Derecho Civil Chileno y Comparado. De los Bienes, Volumen III, Págs. 456 a 457.  Editorial Jurídica de Chile, 1979). 

“El coposeedor, entonces, ejerce la posesión para la comunidad y, por ende, para admitir la mutación de ésta por la de poseedor exclusivo se requiere que aquel ejerza los actos de señorío en forma personal, autónoma o independiente, desconociendo a los demás.

“De ahí que la jurisprudencia, en reiteradas decisiones, hubiese sostenido que  “la posesión del comunero, apta para prescribir debe traducirse en hechos que revelen sin equívoco alguno que los ejecutó a título individual, exclusivo, y que ella, por tanto, absolutamente nada tiene que ver con su condición de comunero y coposeedor.  Pues arrancando el comunero de una posesión que deviene ope legis,  ha de ofrecer un cambio en las disposiciones mentales del detentador que sea manifiesto, de un significado que no admite duda; y que, en fin, ostente un perfil irrecusable en el sentido de indicar que se trocó la coposesión legal en posesión exclusiva  (Cas. Civil, sentencia de 27 de mayo de 1991, reiterada en los fallos de 16 de mayo de 1998, entre otros)…”
.

En el caso concreto, para demostrar que son los actores los poseedores del predio, se escuchó en declaración a los señores José Fernando Naranjo Cardona, Eugenio Casas Rojas y Alcibiades Sánchez Giraldo y se practicó inspección judicial en asocio de perito, al inmueble al que se refieren las pretensiones.

José Fernando Naranjo Cardona dijo que conoce a los demandantes  hace treinta y cinco años, cuando vivía el padre de todos ellos llamado Julián Bernal Mejía, quien tenía algunos bienes rurales en los municipios de Villamaría y Santa Rosa de Cabal; el citado señor murió hace aproximadamente veinticinco años y del manejo de esas propiedades se ocupó su familia; a partir de 1989 cuando en su carácter de veterinario fue llamado a prestarles sus servicios, tuvo contacto directo con la explotación de esos predios, entre ellos El Romeral que visita y conoce y del que estuvo encargado por algún tiempo; luego lo hizo “uno de los BERNAL ESCOBAR y posteriormente regresé  a prestar mis servicios profesionales a esa finca, entiendo que en la actualidad está encargado el señor JULIAN BERNAL”; que mientras permaneció en el lugar esa familia pagaba el  predial y se encargaba de todo lo relacionado con impuestos, han cultivado pastos, controlado malezas, mantenido las cercas y los caminos y han criado y levantado animales y pagado trabajadores, especialmente Jaime y Ana Lucía con recursos de todos; que esa posesión la han ejercido los demandantes mínimo desde 1989, pero también lo hacían con anterioridad; que antes de ellos era su padre el poseedor y que la misma ha sido pacifica, sin perturbación alguna.

Eugenio Casas Rojas expresó que la finca El Romeral fue poseída por el señor Julián Bernal Mejía y que a su fallecimiento lo siguieron haciendo sus hijos, quienes según cree, la tienen para la venta; que el predio debe tener pasto, “pues han sido potreros y montañas”, que además había una casa y los Bernal le tenían agregado. Preguntado en relación con las personas que se han ocupado de las labores de la finca después de la muerte de aquel señor, dijo: “En esa finca tenían que quedar ellos y ellos la administraban con el agregado, ellos nunca la abandonaron”.

Alcibiades Sánchez Giraldo afirmó que conoció a Julián Bernal en el año 1960 porque trabajó con el en varios predios, entre ellos El Romeral que se dedica al cultivo de papa y ganado que es lo único que se da por allá y eso con mucho esfuerzo; que el citado señor falleció en 1982 ó 1983 y del cuidado de esas tierras quedaron sus hijos Alberto, Jaime y Julián, a las mujeres no las conoce mucho; tampoco conoce a las demandadas; que ignora si alguna otra persona se ha creído con mayor derecho sobre el predio o si persona diferente a la familia Bernal han invertido dinero o trabajo en el inmueble y explicó que en esas tierras trabajó entre 1965 y 1984 y lo hizo algún tiempo con Víctor, Julián y Mario Bernal que eran los que mandaban en ese páramo y que luego trabajo dieciséis años con Everfit, manejando otra hacienda, sin perder contacto con los Bernal, porque vivían vecinos todos.

En la inspección judicial practicada se identificó por sus linderos el  inmueble al que para acceder se llega por la vía de Santa Rosa de Cabal a Manizales y de allí a Villamaría; de este lugar, después de un recorrido de tres horas y media en carro, a través de una vía destapada, se llega al sitio donde termina la carretera desde donde es necesario desplazarse a caballo, cruzando varias montañas, ríos y cañadas, por caminos intransitables, cubiertos por la neblina densa del páramo e intensa lluvia, hasta llegar luego de cuatro horas y media al lindero de la parte superior del predio, ubicado en límites con el Paramillo de Santa rosa de Cabal y el Páramo del Ruiz. El terreno se describió como agreste e inhóspito, con fuertes pendientes, quebrado, vagas pronunciadas y rodeado de un bosque natural impenetrable.    

En el dictamen pericial expresó el perito que no cuenta con servicios públicos ni construcción alguna, las vías de acceso son destapadas y el tránsito debe hacerse a lomo de mula.

Con los testimonios oídos no puede considerarse acreditado que los demandantes hayan sido poseedores del inmueble objeto de pertenencia por más de veinte años como lo sostienen en la demanda y concretamente de los derechos que sobre él tienen los demandados como propietarios inscritos.

En efecto, el señor José Fernando Naranjo Cardona se percató de la que ejercen los actores desde 1989 porque en dos oportunidades les prestó sus servicios como veterinario en el lugar, pero no indicó el período durante el cual lo hizo y en relación con los actos materiales de posesión, se refirió sólo a Jaime y Ana Lucía Bernal Escobar como las personas que los ejecutaron, sin describir acto material que sobre el inmueble hubiesen realizado los demás demandantes.

Por su parte, el señor Eugenio Casas Rojas conoció aquella que ostentó el señor Julián Bernal Mejía y aunque adujo que a su fallecimiento continuó en cabeza de sus hijos, ningún hecho concreto relató del que pudiera inferirse hecho como ese.

Tampoco lo hizo Alcibiades Sánchez Giraldo, quien aunque dejó de laborar en el lugar hace más de treinta años, continuó haciéndolo cerca por dieciséis más y a pesar de ello no narró hechos específicos, de los que pudiera inferirse que en realidad los demandantes han sido poseedores en forma exclusiva de todo el predio. Al preguntársele a manos de quién pasó después de la muerte de Julián Bernal Mejía, se limitó a decir: “pienso que eso le quedó a los herederos” y de afirmación como esa no puede inferirse su posesión; tampoco de aquella que hizo cuando se le interrogó por los actos de posesión que ellos han ejercido: “Yo conocí allá unas mejoras en papa y a eso le hicieron una casita donde tenían una persona trabajando cultivando papa….Pienso que don JULIAN BERNAL era el que pagaba por esa siembra….Demás que pagaría también el predial”, hechos que  parecen ubicarse en la época en que aún vivía el citado Julián Bernal, porque al interrogársele sobre los demás actos de posesión que sobre el inmueble hubiese ejecutado aquel señor y posteriormente sus hijos, indicó: “Yo no sé, porque uno puede explotar madera pero creo que no, si le sacaron papas una vez no le volvieron a sacar”.

Un análisis menos estricto de esas declaraciones permitiría dar por establecida la posesión en el período de tiempo que corrió desde cuando lo adquirió Julián Bernal Mejía hasta su fallecimiento, es decir, entre 23 de diciembre de 1964, cuando ocurrió el primer hecho, hasta antes del 30 de junio de 1983 cuando lo adquirieron los demandantes con motivo de la partición realizada en el proceso de sucesión que se inició con su muerte, sin que pueda determinarse una fecha exacta porque aquella en la que se produjo el fallecimiento del citado señor  no se estableció en el plenario. También que posteriormente los señores Jaime, Alberto, Julián y Ana Lucía Bernal Escobar ejecutaron algunos actos posesorios en el predio, pero nada más.

Ni siquiera en tal forma analizada la prueba testimonial puede considerarse demostrada la posesión que dicen han ejercido los demandantes por más de veinte años, pues los deponentes apenas dijeron conocer a algunos de los demandantes, los que mencionaron en términos generales como los hijos del señor Julián Bernal Mejía o sus herederos, sin referirse de manera concreta a cada uno de ellos, ni a los actos de posesión que han ejercido en forma exclusiva.  Se limitaron a hacer aseveraciones aisladas e intemporales de las que no puede inferirse que corresponden a aquellos actos de explotación económica que permiten identificar sin lugar a dudas al poseedor.

Además, ante la existencia de varios propietarios del inmueble surge entre ellos una relación compleja en relación con la tenencia, administración, explotación y posesión del bien, en forma tal que los actos que cada uno de ellos realice se entiende que lo hace en su calidad de comunero y en beneficio de todos los propietarios. Por tanto, de no ser así, y ser el interés de algunos de ellos actuar como poseedores exclusivos, para ganar por prescripción, han debido demostrarlo, pero en relación con tal hecho hubo total mutismo por parte de los testigos.

Sumado a lo anterior, han debido demostrar el punto de partida de esa posesión, es decir, que la que como comuneros ejercitaban se modificó en una exclusiva, aspecto respecto del cual nada se dijo en la demanda y que carece de respaldo probatorio.

También, pretendieron sumar a su posesión la de su progenitor Julián Bernal Mejía y la del señor Juan Gabriel Franco Restrepo, sus anteriores propietarios, pero tampoco acreditaron que los citados señores tuvieron efectivamente la posesión en forma exclusiva, desconociendo el carácter de propietarios en los demandados; ni el vínculo en el que encuentran el fundamento de la suma de posesiones respecto del último.

De otro lado, en el expediente no obra ninguna otra prueba que acredite la posesión que se invoca como fundamento de las pretensiones, la que ni siquiera pudo establecerse con la inspección judicial practicada, en la que no se dejó constancia de haberse hallado en el inmueble persona alguna con tal calidad, lo que además resulta difícil porque según la propia descripción plasmada por la funcionaria de primera instancia, el inmueble carece de servicios públicos domiciliarios y de casa de habitación y nada sencillo resulta llegar hasta el lugar.

Lo mismo puede inferirse del dictamen rendido por el perito que lo identificó como un terreno de forma irregular, con relieve escarpado, con clima húmedo y excesiva precipitación, con demasiada humedad para cultivos, pues el agua se elimina lentamente; con vegetación nativa, musgo, pasto y rastrojo y en conclusión, con severas limitaciones para el cultivo, en razón a que por el experto no se dejó constancia sobre la construcción de obras, o de la existencia de cultivos o de ganado, o en fin de cualquier proyecto productivo que permitiera inferir que en realidad está siendo explotado.

Así las cosas y como los demandantes no probaron los elementos de la acción que propusieron, toda vez que no demostraron poseer en forma exclusiva los derechos que los demandados tienen en la comunidad, por más de veinte años, ni por diez, término éste que sólo puede empezar a contarse a partir de la vigencia de la Ley 791 de 2002 de acuerdo con el articulo 41 de la ley 153 de 1887 si es que de él querían aprovecharse, ha de confirmarse la providencia impugnada porque la prescripción adquisitiva extraordinaria no quedó suficientemente acreditada y en consecuencia, sus peticiones no podían salir avante. 

No se hará condena en costas en esta instancia, por cuanto  no aparecen causadas, toda vez que los demandados han actuado representados por curador ad-litem.

En mérito a lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley,

RESUELVE:

CONFIRMAR la sentencia de fecha 22 de octubre de 2008, proferida por el Juzgado Civil del  Circuito de Santa Rosa de Cabal, en el proceso ordinario promovido por  Isabel, Julián, Martha Cecilia, Ana Lucía, Alberto y Jaime Bernal Escobar, Gloria Inés Bernal de Manzur, Liliana María Bernal de Mejía, María Mercedes Bernal de Jaramillo y Diego León Sierra Mejía, contra los señores María Nieves, María Campos y Antonio José Ibagué Puentes y demás personas indeterminadas.

Sin costas.

CÓPIESE. NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

Los Magistrados.



CLAUDIA MARIA ARCILA RIOS

       

       
GONZALO FLÓREZ MORENO

         

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO
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